	República de Colombia
[image: image1.png]



Corte Constitucional
	 
          

          COMUNICADO No. 09
               Marzo 19 de 2014

 


La Corte Constitucional reiteró la naturaleza personal o individual del período del Fiscal General de la Nación, acorde con el art. 249 de la Constitución Política. Por consiguiente, la norma del Estatuto Orgánico de la Fiscalía General que califica ese período como institucional, fue declarada inexequible    
	    I.  EXPEDIENTE D-9828   -   SENTENCIA C-166/14  (Marzo 19)
        M.P. Luis Ernesto Vargas Silva




1.
Norma acusada
LEY 938 DE 2004

(Diciembre 30)
Por la cual se expide el Estatuto Orgánico de la Fiscalía General de la Nación

Artículo 9º. Período. El Fiscal General de la Nación es elegido para un período institucional de cuatro años. 
2.
Decisión

ESTARSE A LO RESUELTO en la sentencia C-037/96 y por lo tanto, declarar INEXEQUIBLE la expresión “institucional” contenida en el artículo 9º de la Ley 938 de 2004”.

3.
Síntesis de los fundamentos

La Corte encontró que el artículo 9º de la Ley 938 de 2004, reproduce un precepto que fue declarado inexequible en la sentencia C-037/96. En este fallo, se determinó que toda regla legal que imponga al Fiscal General un periodo diferente al individual de cuatro años, vulnera la Constitución, en la medida en que esta cuestión ha sido definida por la Carta, a través de lo dispuesto en el artículo 249 superior. Por esta razón, el inciso tercero del artículo 29 del proyecto de ley estatutaria de la administración de justicia fue retirado del ordenamiento jurídico, porque establecía que en caso de falta absoluta del Fiscal antes de la terminación del período, quien hubiere sido designado en su reemplazo lo era para terminar el periodo, esto es, que el período era institucional, con lo cual se desconocía que éste es de cuatro años y por tanto, tiene carácter personal o individual. En consecuencia, para la Corte se configuraba el fenómeno de cosa juzgada material, como quiera que el contenido normativo del artículo 9º de la Ley 938 de 2004 coincide con lo dispuesto en la disposición de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia declarada inexequible por contrariar el artículo 249 de la Constitución. 

Ahora bien, frente a la reforma introducida por el artículo 6º del Acto Legislativo 1 de 2003 al artículo 125 de la Constitución, según la cual, “[l]os períodos establecidos en la Constitución Política o en la ley para los cargos de elección tienen el carácter de institucionales”, la Corte estableció que no se estaba frente a la modificación del parámetro constitucional que implicara la inexistencia de cosa juzgada material. En efecto, la reforma constitucional no modificó el artículo 249 de la Carta que determina la naturaleza del período del Fiscal General y que ha sido interpretado por la Corte en el sentido que la Constitución define este periodo como individual o personal, por cuanto no de otra forma podría cumplirse el mandato consistente en que el Fiscal es elegido para un período de cuatro años. Por consiguiente, este precepto opera como norma especial para el período del Fiscal General, que no resulta derogado por una norma general como la contenida en el artículo 125 de la Constitución, que determina el período institucional para los cargos de elección.

A lo anterior se agrega, que al mismo tiempo que el Acto Legislativo 1 de 2003 estableció una regla general, previó enmiendas igualmente específicas orientadas a fijar un régimen de transición frente a los funcionarios que ejercían el cargo al momento de adopción del acto legislativo, como en el caso del Registrador Nacional del Estado Civil. Si el mencionado Acto Legislativo hubiese tenido por objeto modificar el período del Fiscal General, tendría que haber planteado una regla de transición similar a la expuesta, con el fin de regular el tránsito normativo derivado de la enmienda constitucional. A juicio de la Corte, la ausencia de dicha disposición confirma que el Acto legislativo 1 de 2003 no tuvo por finalidad ni alterar la regla prevista en el artículo 249 de la Constitución, como tampoco modificar el alcance que la misma estableció en la sentencia C-037/96. De igual modo, el eje de la reforma constitucional introducida por el Acto legislativo 1 de 2003 se centra en cuestiones electorales y de modificación de los partidos y movimientos políticos, ante la necesidad de fortalecer estas instancias y corregir su fragmentación, así como hacer vinculantes las plataformas ideológicas que dan lugar a la representación política en los diferentes órganos de elección popular. Estos objetivos distan de la conformación institucional de la Rama Judicial y particularmente, de la Fiscalía General de la Nación.

En conclusión, la Corte determinó que se estaba frente al fenómeno de la cosa juzgada material en relación con lo decidido por la sentencia C-037/96 y por consiguiente, había que estarse a lo resuelto en esta sentencia y por lo tanto, la expresión “institucional”  contenida en el artículo 9 de la Ley 938 de 2004, debía ser declarada igualmente inexequible. 

4.
Salvamentos de voto y aclaración de voto

Los magistrados Mauricio González Cuervo y Alberto Rojas Ríos se apartaron parcialmente de la decisión adoptada por la Corte en esta oportunidad, toda vez que si bien comparten  la existencia de cosa juzgada sobre el precepto demandado, se separan de la decisión de declarar, en consecuencia, inexequible la expresión normativa demandada. La discrepancia se funda en las siguientes razones: (i) por tratarse de una misma regla –el carácter institucional del período del Fiscal General- examinada a la luz de los mismos parámetros de control –art. 249 de la C.Po- se configura el fenómeno de la cosa juzgada material y, por lo tanto, no procede declarar por segunda vez inexequible la expresión acusada, sino que bastaba con estarse a lo resuelto en la decisión anterior; (ii) por haberse configurado el fenómeno de la cosa juzgada material, ninguna autoridad, categoría en la que está incluido este tribunal, puede hacer una nueva declaración sobre la exequibilidad de la regla de conducta contenida en las expresiones demandadas, salvo que se trate de analizar la constitucionalidad de ésta a partir de otros parámetros de control.
El magistrado Nilson Pinilla Pinilla presentará una aclaración de voto relacionada con la técnica de decisión empleada por la Corte Constitucional, frente a los casos en que se configura cosa juzgada.

